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Acto administrativo:          DECRETO 097 DEL 28 DE ABRIL DE 2020 “Por el cual 

se adoptan medidas previstas en el Decreto Nacional 

593 del 24 de abril de 2020 – por el cual se imparten 

instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria por la 

pandemia del coronavirus Covid – 19, y el 

mantenimiento del orden público para el Municipio de 

Armero Guayabal – Tolima.” 
 

 

La administración del Municipio de Armero Guayabal -Tolima remitió vía correo 

electrónico a la Oficina Judicial - Reparto, la copia del Decreto 097 del 28 de abril 

de 2020, con el fin que se imprima el control inmediato de legalidad contemplado 

en el artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, correspondiendo su estudio al suscrito Magistrado el día 6 de mayo 

de 2020 conforme al acta individual de reparto de la fecha, identificada con 

secuencia número 842. 

 

Una vez analizado el mentado acto en contexto con el marco normativo que rige la 

materia, considera la Sala Unitaria que no es viable avocar su conocimiento, por 

los motivos que se pasan a exponer: 

 

El artículo 215 de la Constitución Política autoriza al Presidente de la República a 

declarar el Estado de Emergencia cuando se presenten circunstancias distintas a 

las previstas en los artículos 212 y 213 de la Constitución Política, que perturben o 

amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y 

ecológico del país, o constituyan grave calamidad pública. 

 

En desarrollo de tal mandato superior, el legislador expidió la Ley 137 de 1994 

“Ley estatutaria de los Estados de Excepción”, que en su artículo 20 dispone: 

 

“Las medidas de carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función 

administrativa y como desarrollo de los decretos legislativos durante los Estados 

de Excepción, tendrán un control inmediato de legalidad, ejercido por la 

autoridad de lo contencioso administrativo en el lugar donde se expidan si se 
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tratare de entidades territoriales o del Consejo de Estado si emanaren de 

autoridades nacionales. Las autoridades competentes que los expidan enviarán 

los actos administrativos a la jurisdicción contencioso-administrativa indicada, 

dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición.” (Subraya 

fuera del texto original) 

 

Este precepto fue desarrollado asimismo en el artículo 1361 de la Ley 1437 de 

2011. Por su parte, el artículo 151-14 ibídem, otorgó la competencia para conocer 

en única instancia a los Tribunales Administrativos de los actos de carácter 

general proferidos en ejercicio de la función administrativa durante los Estados de 

Excepción y como desarrollo de los decretos legislativos, por autoridades 

territoriales departamentales y municipales del lugar donde se expidan. 

 

A través del Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el Presidente de la República 

de Colombia junto con todos los Ministros declaró el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en el territorio nacional, por el término de treinta 

(30) días calendario, contados a partir de la vigencia, con el fin de dictar decretos 

con fuerza de ley que permitan conjurar la grave crisis generada por el nuevo 

Coronavirus Covid-19. 

 

Posteriormente, el 6 de mayo de 2020 a través del Decreto No. 637, el Presidente 

de la República, junto a la totalidad de los Ministros declaró un nuevo Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el 

término de treinta (30) días calendario, contados a partir de la vigencia del referido 

acto administrativo, para adoptar, a través de Decretos legislativos, medidas 

generales para conjurar los efectos económicos y sociales de la pandemia del 

nuevo coronavirus COVID-19. 

 

El Consejo Superior de la Judicatura en procura de proteger la salud de los 

servidores judiciales y usuarios de la justicia expidió los Acuerdos PCSJA20-

11517, PCSJA20- 11521 y PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, 

PCSJA20-11529 y PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, mediante los cuales 

suspendió los términos de las actuaciones judiciales entre el 16 de marzo y hasta 

el 10  de mayo de 2020, a excepción de, entre otras, las competencias del 

Consejo de Estado y de los tribunales administrativos con ocasión del control 

inmediato de legalidad contemplado en el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 y los 

artículos 111 numeral 8, 136 y 151 numeral 14 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Ahora bien, el Decreto 097 de 2020 expedido por el cual el burgomaestre del 

Municipio de Armero – Guayabal concretamente resolvió: 
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 ARTÍCULO 136. CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD. Las medidas de carácter general que 

sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los decretos 
legislativos durante los Estados de Excepción, tendrán un control inmediato de legalidad, ejercido 
por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en el lugar donde se expidan, si se tratare de 
entidades territoriales, o del Consejo de Estado si emanaren de autoridades nacionales, de 
acuerdo con las reglas de competencia establecidas en este Código. 
Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos administrativos a la autoridad 
judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición. Si no se 
efectuare el envío, la autoridad judicial competente aprehenderá de oficio su conocimiento. 
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Revisado el aludido acto administrativo evidencia la Sala Unitaria, que el mismo 

fue proferido el 28 de abril de 2020, es decir, no se expidió como consecuencia o 

bajo el amparo del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 

declarado por el Gobierno Nacional en el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, 

pues como se indicó en líneas precedentes, tal disposición sólo surtió efectos por 

un término de treinta (30) días calendario (hasta el 17 de abril de 2020) y el nuevo 

estado de emergencia fue decretado por el Gobierno Nacional sólo hasta el 6 de 

mayo de 2020 e irá hasta el 6 de junio de 2020. 

 

Lo anterior por sí solo es suficiente para no avocar conocimiento del presente 

asunto, ya que la norma que otorga la competencia a la jurisdicción contenciosa 

administrativa para conocer del medio de control inmediato de legalidad, está 

condicionada a que el acto analizado se expida en ejercicio de la función 

administrativa durante un estado de excepción, el cual, se itera, para la fecha de 

expedición del Decreto 097 del 28 de abril de 2020 no existía. 
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En otros términos, la naturaleza de este control, está reservado para un tipo de 

medidas de carácter general relacionadas con medidas legislativas excepcionales: 

actos que pretendan desarrollar decretos legislativos proferidos durante los 

Estados de Excepción. Esto supone la declaratoria previa de un Estado de 

Excepción y que el decreto esté relacionado (porque desarrolla o reglamenta) un 

decreto legislativo proferido en el marco de dicho Estado de Excepción, lo que 

evidentemente no se configura en el sub lite; el Decreto 097 fue expedido en 

ejercicio de las facultades administrativas ordinarias consagradas en el artículo 

296 y 315 de la Constitución Política, la Ley 136 de 1994, los artículos 14, 199 y 

202 de la Ley 1801 de 2016, y la Ley 1523 de 2015, entre otras, que tienen las 

autoridades nacionales y territoriales en el manejo del orden público. 

 

En este aspecto ha tenido oportunidad de pronunciarse de manera reciente el H. 

Consejo de Estado precisando2: 

 

“3.2. La Constitución Nacional en su capítulo 6, prevé las circunstancias y 

las maneras en las que el Presidente de la Republica puede declarar el 

Estado de Guerra Exterior (Art. 212), el Estado de Conmoción Interior (Art. 

213), Estado de emergencia (Art. 215), a los que denomina Estados de 

Excepción. 

 

3.3. La ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA) en el art. 136, impone el Control 

Inmediato de Legalidad a las medidas de carácter general que sean dictadas 

en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los decretos 

legislativos durante los estados de excepción. 

 

3.4. Que la Resolución 03065 del veintisiete (27) de marzo de dos mil veinte 

(2020) por la que se modifica temporalmente la jornada laboral en las 

Direcciones Regionales y Sede de la Dirección General del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, los días 28 y 29 de marzo de 2020, 

dictada con posterioridad a la declaratoria del estado de excepción 

declarado por el Presidente de la República el diecisiete (17) de marzo de 

dos mil veinte (2020) (Decreto 417), encuentra su sustento en el literal b) del 

artículo 28 de la Ley 7 de 1979, el artículo 78 de la Ley 489 de 1998, el 

artículo 2 del Decreto 987 de 2012, en los artículos 33, 36 y 40 del Decreto 

Ley 1042 de 1978, y, en los procesos que estaba llevando a cabo el 

organismo para la planeación de los servicios que presta la Dirección de 

Primera Infancia, por tanto, no es producto del desarrollo de ninguna 

disposición en ejercicio de una función administrativa dictada con ocasión 

del estado de excepción declarado en el País.”    

 

No significa lo anterior que el Decreto 097 del 28 de abril de 2020 no pueda ser 

objeto de ningún medio de control, únicamente que el procedente no es el 

contemplado en el artículo 136 del C.P.A.C.A. 

 

 

 

                                                
2
 Magistrado Ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS, 21 de abril de 2020, Proceso número:  11001-03-15-

000-2020-01190-00. Ver también auto del  tres (3) de abril de dos mil veinte (2020), Consejera ponente: MARTA NUBIA 
VELÁSQUEZ RICO Radicación número: 11001-03-15-000-2020-00954-00. 
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En mérito de lo expuesto, se 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO AVOCAR CONOCIMIENTO del control inmediato de legalidad del 

Decreto 097 del 28 de abril de 2020 proferido por el Alcalde del Municipio de 

Armero Guayabal (Tolima), por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Se ordena que por Secretaría se proceda comunicar la presente 

decisión en el portal web de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y 

adelantar la publicación en el sitio web habilitado por el Consejo Superior de la 

Judicatura para estos asuntos. 

 

TERCERO: Una vez ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente. 

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 


